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REPÚBLTCA DE PANAMA
ónctro JUDIcTAL

coRTE suPREMA DE JUstIcIA. -PLENo- nanma4 veinrrrnÉs 1zs¡
DE MARzo DE Dos MrL vErNTrsÉrs (zozo).

VISTOS:

El licenciado Adolfo E, Linares F., ha interpuesto ante el Pleno de la

Corte Suprema de Justicia Acción de Inconstitucionalidad, actuando en su

propio nombre y representación, contra el artículo 379 del TÍtulo VI,

"Procedimientos de Revisión de Actos Tributarios", Capítulo V, "Procedimiento

Abreviado" del Código de Procedimiento Tributario, aprobado por la Asamblea

Nacional, mediante Ley N" 76 de 13 de febrero de 2019.

Acogida la Demanda y cumplidos los requisitos propios para este tipo de

Procesos, entra el Pleno de la Cote Suprema de Justicia a resolver sobre la

constitucionalidad de la norma.

DISPOSICIóN ACUSADA DE INCONSTITUCIONALIDAD

La acción procesal que nos ocupa plantea ante este Tribunal

Constitucional, la ¡nconst¡tucionalidad del artículo 379 de la Ley 76 de 13 de

febrero de 2019, el cual es del tenor siguiente:
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"Artículo 379: Todo contribuyente que haya sufrido un

perjuicio por acciones temerarias o de mala fe por parte

be un func¡onarlo de la Administrac¡ón Tr¡butaria podrá

lnicia, ,n ptoceso sancionador y sol¡citar indemnización

por daños y perjuicios ante el Tribunal Administrativo

Tributario.

El Tribunal Administrat¡vo Tributar¡o tomará el

exDediente v todas las pruebas que considere pert¡nente

áriu motiuár una resóluc¡ón que defina la sanción y

cuantlfique los daños y peÚuicios debidamente

comprobados por el contribuyente en un plazo no mayor

de noventa días calendario.

El Tribunal Administrativo Tributario reglamentará, en

materia tributaria, el proceso abreviado de daños y

peúu¡cios de conform¡dad con Io establecido en los

artáulos 1O++, 7644-A y 1645 del Código Civil del

proceso sancionador aplicable al func¡onario

responsable".

DISPO$CIONES CONSTITUCIONALES Y EL CONCEPTO EN QUE SE

ESTIMAN INFRINGIDAS

Sost¡ene el accionante que el artículo 379 de la Ley 76 de 13 de febrero

de 2019, vulnera los artículos 17,32 Y 206 de la Constitución Politica' los

cuales son del tenoÍ siguiente:

"Artículo 17. Las autoridades de la República están

inst¡tu¡das para proteger en su vida, honra y bienes

a los nacionales dondequiera que se encuentren y a
los extranjeros que estén bajo su jurisdicción;

asegurar Iá efectividad de los derechos y deberes

indiilduales y soclales, y cumplir y hacer cumplir la

Constitución y la LeY.

Los derechos y garantías que consagra esta

Const¡tución, deben considerarse como mínimos y

no excluyentes de otros que incidan sobre los

derechos fundamentales y la dignidad de la

persona.

Artículo 32: Nadie será juzgado, sino por autorldad
competente y conforme a los trámites legales, y no

más de una vez por la misma causa penal,

administrativa, polic¡va o disciplinaria."

Artículo 206: La Cote Suprema de Justicia tendrá,

entre sus atribuciones constitucionales y legales, las

siguientes:
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1 La guarda de la integridad de la constitución

Dara lo cual Ia Corte en pleno conocera y

áecidirá, con audiencia del Procurador General

de la Nación o del Procurador de la

Adm¡nistración, sobre la inconst¡tuc¡onalidad de

Ias Leves, decretos, acuerdos, resoluciones y

demás aaos que por razones de fondo o de

forma impugne ante ella cualquier persona'

Cuando en un proceso el funcionario públlco

encargado de impart¡r justicia adviÉiere o se lo

adviftiere alguna de las pades que la

disposición legal o reglamentaria aplicable al
.aio es inconititucional, someterá la cuestión

al conoc¡miento del pleno de la Corte, salvo
que la disposición haya sido objeto de
pronunciamlento por parte de ésta, y

continuará el curso del negocio hasta colocarlo

en estado de decidir. Las partes sólo podrán

formular tales advertencias una sola vez por

instancia.

2. La jurisdicción contencioso-admin¡strativa
respectó de los actos, om¡siones, prestac¡ón

defectuosa o deficiente de los servicios
públicos, resoluciones, órdenes o disposiciones
que ejecuten, adopten, expidan o en que

incurran en ejercicio de sus funciones o
pretextando ejercerlas, Ios funcionarios
públicos y autor¡dades naclonales, provinciales,

munic¡pales y de las entidades públicas

autónomas o sem¡autónomas. A tal fln, la corte
Suprema de Justicia con audienc¡a del
Procurador de la Admlnistración, podrá anular
los actos acusados de ilegalidad; restablecer el

derecho particular violado; estatuir nuevas
dispos¡ciones en reemplazo de las impugnadas
y pronunciarse prejud¡cialmente acerca del
sentido y alcance de un acto adm¡nistrativo o

de su valor legal. Podrán acogerse a la

jurisdicción contencioso-administrat¡va las

personas afectadas por el acto, resolución,
orden o dispos¡ción de que se trate; y, en

ejercicio de la acción pública, cualquier persona
natural o jurídica domiciliada en el país.

3. Investigar y procesar a los D¡putados. Para

efectos de la lnvestigación, el Pleno de la Coñe
Suprema de lusticia comislonará a un agente
de ¡nstrucc¡ón. Las decislones de la Corte en el
ejercicio de las atribuc¡ones señaladas en este
artículo son flnales, def¡nitivas, obligator¡as y
deben publicarse en la Gaceta Oficial.

L
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Indica el activador constitucionat que el artículo 379 del Título VI

"Procedimientos de Revisión de Actos Tributarios", Capítulo V' Procedimiento

AbreviadodelCódigodeProcedimientoTributario,aprobadoporlaLeyNoT6

de 13 de febrero de 2019, establece un proceso abreviado de daños y

peúuicios que podrá interponer todo contribuyente que haya sufrido un

perjuic¡o por acciones temerar¡as o de mala fe por parte de un funcionario de la

AdministraciónTributaria,esdecir,Direcc¡ónGeneraldelngresos'paralocual

et Tribunal Administrat¡vo Tributar¡o podrá iniciar un proceso sanc¡onador y

sol¡c¡tar ¡ndemnización por daños y perjuicios correspondiente'

Agrega que dicho proceso abreviado de daños y peiuicios se llevará a

cabo de conformidad con los artículos 7644, 1644 A y 1645 del Código Civ¡l'

aplicable al func¡onario responsable.

Expone que el artículo 379 del Código de Procedimiento Tributario

conculca los artículos 17, 32 Y 206 de la const¡tución Política, porque el

proceso de indemnización por daños y perjuicios, es competencia de la Sala

Tercera de la Corte Suprema de Justic¡a, en cuya jur¡sd¡cción se examina,

exclusivamente, la responsabil¡dad de los funcionarios públicos, motivo por el

cual atiende un proceso formal d¡spuesto en el Cód¡go ludicial.

Señala que el aftiaulo 379 del código de Procedimiento Tributario,

contempla un proceso abreviado de daños y perjuicios por conducta del

servidor púb¡ico de la Adminlstración Tributaria, que a juicio del Tribunal

Admin¡strativo Tr¡butario resulten temerarias o de mala fe, situación que

conlleva que la ponderación de daños y peÚuicios sea efectuada por la

autoridad administrativa y no por un tribunal de justicia.

Aduce que el Tribunal Adm¡n¡strativo Tributario asume los roles de juez y

parte, omitiendo la competencia exclusiva que t¡ene Ia Sala Tercera de la Cofte

Suprema de lusticla en relación con las decisiones y actuaciones de la

Admin¡stración Pública que se encuentffi en el artículo 97 del Código Judicial'

L"
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Sostiene el accionante que se desconoce que d¡cho procedimiento es

unaatribuc¡ónexclusivadelajurisdiccióncontenciosoadministrativa'esdec¡r'

Ia Sala Tercera Contencioso Admin¡strativa, vulnerándose el debido proceso'

Solic¡ta que se declare ¡nconstituc¡onal el artículo 379' del TÍtulo VI

"Procedimientos de Revisión de Actos Tributarios", capítulo V"'Procedimiento

Abreviado" del Cód¡go de Procedim¡ento Tributario, por ser violatorio de los

artículos 17, 32 y 206 de la constitución Politica'

OPINIóN DEL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIóN

EI Procuradora General de la Nación al emitir concepto en relac¡ón con Ia

presente Demanda de Inconstituc¡onat¡dad señaló en su Vista No 4 de 1 de julio

de 2025, que el aÉículo 379 del Código de Procedimiento Tributario es

inconstitucional.

Lo anter¡or en virtud que, la norma señalada excede el ámbito de actuac¡ón

legÍt¡mo de una autor¡dad adm¡n¡strativa, ya que ¡nvade la esfera funcional que

el ordenamiento const¡tucional reserva de forma exclusiva al órgano ludicial, a

través de su jur¡sd¡cción contenc¡oso-admin¡strat¡va y compromete el núcleo

esenc¡al de garantías procesales de los adm¡nistrados. Tal desbordamiento

atenta con el diseño constitucional de distribuc¡ón de funciones, el control de

legalidad judlcial, vulnerando el derecho a una justicia ¡mparcial, ¡ndepend¡ente

y somet¡da a las normas del bloque de constitucional¡dad.

CONSIDERACIONES DEL PLENO:

Luego de la exposición de Ia Demanda de Inconstitucionalidad y la

opinión del Ministerio PÚbl¡co a través de la Procuraduría General de la Nac¡ón,

le corresponde al Pleno de la Corte Suprema de Justic¡a llevar a cabo el control

constitucional del aftículo 379 del Código de Procedimiento Tributario,

aprobado mediante Ley No 76 de 13 de febrero de 2019.

En este sent¡do, la competencia del Pleno de la Corte Suprema de

Justicia para conocer y resolver de las acciones de inconstitucionalidad
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encuentra sustento constitucional en lo dispuesto en el artículo 206 de la

Const¡tución Nacional, así mmo en Io d¡spuesto en el artículo 2559 del Código

lud¡cial, el cual perm¡te que cualqu¡er persona, por medio de Apoderado legal'

impugne ante este Máximo Tribunal Constltuclonal las Leyes, Decretos de

Gab¡nete, Decretos Leyes, Decretos, Acuerdos, Resoluclones y demás actos

proven¡entes de autor¡dad que consldere inconstitucionales y pedir por tanto' la

correspondiente declaración de ¡nconstitucionalidad'

Esta Superioridad advierte que la accionante solicita la declaratoria de

inconst¡tucionalidad del añí.ulo 379 del Código de Procedimiento Tributario que

señala lo siguiente:

Artículo 379: Todo contribuyente que haya sufrido un

perjuicio por acc¡ones temerarias o de mala fe por parte

de 
-un 

funcionario de la Admin¡straclón Tributaria podrá

iniciar un proceso sancionador y solicitar ¡ndemnizac¡ón
por daños y perju¡cios ante el Tribunal Admin¡strativo

Tributario.

El Tribunal Admin¡strativo Tr¡butario tomará el exped¡ente
y todas las pruebas que considere pertinente para mot¡var

una resotución que def¡na la sanción y cuant¡fique los

daños y perju¡cios debidamente comprobados por el

contribuyente en un plazo no mayor de noventa días

calendario.

El Tribunal Administrativo Tributar¡o reglamentará, en

materia tr¡butaria, el proceso abreviado de daños y
perju¡cios de conformidad con lo establecldo en los

artículos 1644, 7644-A y t645 del Cód¡go Civil del proceso

sancionador aplicable al func¡onar¡o responsable".

la frase "...

Así el accionante señaló que dlcho artículo atenta con lo d¡spuesto en

los artículos 77,32y 206 de la Constitución Política de la República de Panamá.

Manif¡esta que se atenta en contra del artículo 17 puesto que se crea un

proceso abreviado para cuando el contribuyente estime que la Admin¡strac¡ón

Tr¡butaria haya real¡zado acciones temerar¡as o de mala fe, desconoc¡endo que

es una atribuclón exclusiva de la Sala Tercera Contencioso Administrativa.

L
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Expone el activador const¡tucional que et artículo atacado ha infringido el

artículo 32 de la Constitución porque considera que se desconoce la autoridad

competente para conocer la pretensión para la indemnización por daños y

perju¡cios causados por el Estado, sus funcionarios o cualquier entidad pública'

corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa determinar si en el

ejercic¡o de las func¡ones públicas se ha incurrido en un daño que merezca una

sentencia indemn¡zator¡a encaminada no sólo a reparar el daño material sino

tamb¡én el daño moral, cuyo origen se dé por un acto de la administración'

Igualmente, estima que se vulnera el artículo 206 de la Constitución, ya

que se le asigna at Tribunal Adm¡nistrativo Tr¡butario, competenc¡as exclusivas

de la Corte Suprema de Justicia, que además ha s¡do desarrollado en los

numerales 8. 9 y 10 del artículo 97 del Cód¡go ludicial, ignorando la competenc¡a

privativa de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justic¡a.

Ahora bien, la garantía del Deb¡do proceso se encuentra resguardada en

el artículo 32 de nuestra Const¡tución Política y en ella se consagra que "Nad¡e

será juzgado, s¡no por autor¡dad competente y conforme a los trámites legales,

y no más de una vez por la misma causa penal, administrativa, pol¡civa o

d¡sciplinar¡a".

Dicha garantía constituclonal, ha sido ¡nstaurada como inst¡tución

garant¡zadora de los derechos fundamentales, en viftud de la doctr¡na del bloque

de la constitucional¡dad que ha sido complementada jurisprudencialmente por el

Pteno, con el artículo 8 de la Convenc¡ón Americana de Derechos Humanos,

también conocida como Pacto de San José, ampliándose s¡gn¡ficativamente su

contenido.

Por su parte el profesor JORGE FÁBREGA en sus Instltuciones de Derecho

Procesal C¡v¡l manif¡esta que la jur¡sprudenc¡a ha llenado de contenido la garantía

I
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deldebidoproceso,integradoporlosderechosqueseindicanacontinuación:1-

Derechoalajurisdicción,queconsisteenelderechoalatutelaconstitucional;2'

Derechoallueznatural;3.Derechoaseróído;4'Tribunalcompetente'

predeterminado en la ley, independiente e ¡mparcial; 5' Derecho a apoftar

pruebas lícitas, relacionadas con el objeto del proceso' y de contradecir las

aportadas por la otra parte o por el juez' 6' Facultad de hacer uso de los medios

de impugnación previstos en la ley contra resoluciones judiciales motivadas; y 7'

Respeto a la cosa juzgada.

Al respecto, el Pleno estima que, para realizar un análisis consecuente

sobre el tema, es necesario referirnos y citar algunos artículos del código de

Procedimiento Tributario, los cuales son del tenor siguiente:

"Artículo 323. Tri ri EI

Tribunal Administrativo Tributario se instituYe con el

objetivo de garantizar los derechos de los contribuyentes

v la igualdad de las Partes en la relación fisco-

contribuyente. El Tribunal tendrá jurisdicción nacional,

como organismo autónomo, independiente, imParcial Y

especializado, de segunda instancia, Para conocer los

recursos de apelación contra actos emanados de la

Dirección General de Ingresos y de los jueces

administrativos tributarios del Minister¡o de Economía Y

Finanzas. EI

conocerá, en
excepciones
del proceso
Dirección Ge
y Finanzas.

Tribunal Administrativo Tributario también

única instancia administrativa, las tercerías,

e incidentes que se interPongan con motivo

ejecut¡vo de cobro coactivo cursado ante la

neral de Ingresos del Ministerio de Economía

Artículo 324.
Tributario. El Tri
competencia Para:

Tr
buna I Administrativo Tributario tend ra

1 Conocer y resolver en última ¡nstancia administrativa

las apeláciones contra las resoluciones de los

¡uzgad'os administrativos tributarios que resuelven

iáiíamaciones de tributos nacionales, con excepción

de los aduaneros, así como cualqu¡er otro acto

administrativo que tenga relación directa con la

ááterm¡nación ¿'e tr¡butós bajo competencia de la

Dirección General de Ingresos en forma cierta. o

presuntiva, y resolver en grado de apelaciÓn las
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solicitudes de devoluc¡ones de tributos nacionales,

con excepción de los aduaneros.

2. Conocer y resolver en última instancia administrativa
Ios recursos de apelación en contra de decisiones de

ta Dirección General de Ingresos del ¡4inisterio de

Economía y Flnanzas no contenciosas vinculadas a la
determ¡nación de Ia obllgación tributar¡a.

3. conocer y resolver en últ¡ma instancia adm¡nistrativa

los recursos de apelación contra los actos

administrat¡vos dictados por los juzgados

adminlstrativos tributar¡os que afecten los derechos

de los contribuyentes y de los responsables.

4. Conocer y resolver en última instancla administrat¡va

Ios recursos de apelación que se presenten contra las

decis¡ones que resuelvan los inc¡dentes presentados

ante los juzgados administratlvos tributarios o los
jueces ejecutores con motlvo de la infracción de los
-procedimientos 

establecidos en este Código o en

otras leyes tributarias.

5. Conocer y resolver en Única instancla admin¡strativa

las tercerías, excepciones e incidentes que se

interpongan con motivo del proced¡miento especial de

cobro ejecutlvo cursado ante los jueces ejecutores de

la Dlrecc¡ón General de Ingresos.

6. Conocer y resolver en última instancia adm¡n¡strativa
los recursos de apelación contra las resoluciones que

formulen cargos o sanciones por infracciones

tributarias dickdas por tributos bajo la administración

de la D¡recclón General de Ingresos

7. Conocer y resolver en única instancia administrat¡va

los reclamos por vulneración de derechos del

contribuyente u obligado.

8. Proponer al Ministerio de Economia y Finanzas la

adopción de las normas que juzgue necesarias para

suplir las def¡ciencias en la leglslación tr¡butaria.

9. Br¡ndar o gestionar capac¡tación en materia tributar¡a
para los servidores públicos vinculados a los asuntos

tributarlos y para la c¡udadanía en general en la

modalidad de educaclén informal.

10. Compendiar las decisiones que emita en materia de

sus competenc¡as.

11. Decid¡r, prev¡a evaluación, si corresponde que la

D¡rección General de Ingresos deba rem¡tir al

Minister¡o Públ¡co las denuncias por defraudación
flscal penal y de los procesos abreviados por

indemn¡zación de los contribuyentes afectados por

actuaciones de la Administrac¡ón Tributaria.

12. Conocer en segunda lnstancia de todas las sol¡citudes
que se hayan elevado a la Dirección General de

Ingresos y al no resolverse por esta ent¡dad en el
plazo establecido, se consideran rechazadas al

solicitante bajo el silencio adminlstratlvo negativo.

9
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Las decisiones que dicte el Tribunal Administrativo

ii¡uutatio agotan la vía gubernativa, salvo los

oroiáiot ooi cooro coactivo donde actuarán como

i,ni." 
'nstáncia. 

El contr¡buyente podrá recurrir a la

vía contenc¡oso-administratlva en la forma prevista en

la ley.

En ese aspecto, debemos señalar que las funciones ejerc¡das por el

Tribunal Admin¡strat¡vo Tributario son excluslvamente actuaciones

administrativas, pues sus dec¡siones son proferidas en calidad de autor¡dad

administrativa y como última instancia frente a las actuaciones real¡zadas por el

Director General de Ingresos o cualqu¡er otro acto administrat¡vo tr¡butario y

no en calidad de un ente judicial con funciones jur¡sdiccionales semejantes a

Ias de los magistrados que conforman el órgano ludicial Lo anterior' en virtud

que s¡ bien los miembros det Tribunal Admin¡strativo Tributario ostentan la

calidad o grado de magistrado, no quiere dec¡r que impartan funciones

jur¡sd¡cclonales de administrar iustic¡a semejantes a las funciones de los

magistrados que conforman la carrerd judicial para que pueda estimarse que

corresponden a la categoría de funcionarios del Órgano Judicial'

Conforme a lo anterlor, ta creación del Tribunal Administrativo Tributario

obedecealaneces¡daddeestablecerunórganoadministrativoespecializado

encargado de Ia revis¡ón y control de los actos dictados por la Administrac¡ón

Tributaria, con el propós¡to de garantizar la correcta aplicación de la normat¡va

f¡scal, el respeto at debido proceso y la tutela de los derechos del contribuyente

en sede admin¡strativa.

En tal sent¡do, el Tribunal Administrativo Tributario ejerce una función

de revisión adm¡n¡strat¡Va, circunscrita al examen de la legal¡dad, razonabilidad

y corrección procedimental de las actuaciones administrat¡vas ¡mpugnadas' sin

que ello implique el ejercicio de potestades jur¡sdiccionales propias de los

tr¡bunales de justicia.
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Ahora bien, el atículo 379 del Código de Procedimlento Tr¡butario, le da

la facultad al Tribunal Administrat¡vo Tributario para conocer, mediante un

proceso abrev¡ado, la ¡ndemnización de daños y perjuic¡os presentada por un

contribuyente en virtud del perjuicio sufrido por acciones temerar¡as o de mala

fe por parte de la adm¡nistración tributaria, es decir, la D¡rección General de

Ingresos.

En ese orden de ideas, se advlerte la posibilidad de que el Estado sea

condenado por el Tribunal Administrat¡vo Tributar¡o como consecuencia de

actuaciones temerdrias o de mala fe realizadas por un servidor públ¡co de la

administración tributar¡a en el ejercicio de sus funciones, lo cual trasciende el

ámbito de una eventual sanción disciplinar¡a En efecto, dlcha situación

lmplicaría no sólo la determinación de responsabilidades adm¡nistrativas, s¡no

además e! reconoc¡miento de los daños y peiuicios ocaslonados al

contribuyente, con la consiguiente condena patdmon¡al al Estado der¡vada de

la actuación adm¡n¡strat¡va irregular, con lo cuat s¡gniflcaría que el Tr¡bunal

Administrativo Tributario se inm¡scuyera lndeb¡damente en competencias

propias de la jurisdicción contencioso-adm¡n¡strativa, en part¡cular de la Sala

Tercera de lo Contenc¡oso Administrat¡vo de Ia Corte Suprema de Justicia'

Por su parte, la Sala Tercera de to Contencioso Adm¡nistrativo, es el

órgano jur¡sdiccional con competencia const¡tuclonal y legalmente facultado

para conocer y decid¡r los reclamos por daños y perjuicios formulados en

contra del Estado como consecuencia de la actuación de sus funcionarios'

Et artículo 206, numeral 2, de la Constitución Polít¡ca de la Repúblicá de

Panamá atribuye a la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo de la Corte

Suprema de lust¡cia la competencla pr¡vat¡va para conocer de las demandas

contencioso admin¡strativas de plena jur¡sdicc¡ón que se ¡nterpongan contra el

Estado, las entidades públicas y los func¡onarios públicos, cuando se alegue la

11

L



12

existencia de actos, hechos, omisiones u operaciones adm¡nistrativas que

causen PeÚuiclos

Dicha competencia comprende no sólo al control de la legalidad de Ia

actuac¡ón admin¡strat¡va, sino también la facultad de declarar la

responsabilidad patrimonial del Estado y¡ en consecuenc¡a, condenarlo al pago

de daños y perju¡cios cuando se acrediten los presupuestos legales

correspond¡entes.

En ese sentido, la Const¡tuc¡ón reserva expresamente a la Sala Tercera

el conocimiento de las reclamaciones indemnizatorlas contra el Estado'

reaflrmando su carácter de órgano iurisdiccional espec¡al¡zado en el control

judicial de la actividad adm¡n¡strat¡va.

En consecuencia, cualqu¡er pronunciamiento que implique la declarac¡ón

de responsabil¡dad patrimonial del Estado y la correspondiente condena

indemn¡zator¡a por el Tribunal Adm¡nistrativo Tributario, excede el ámbito de

competencia de éste, desnatural¡zando su función estrictamente administrativa

y vulnerando et pr¡ncip¡o de separación de funciones entre la adm¡nistración y

la jurisdicción.

Así pues, el Tribunal Administrativo Tr¡butario carece de competencia

para reconocer el pago de daños y perjuicios por parte del Estado, aun cuando

se alegue mala fe o actuación temeraria de servidores públicos de la

admlnistración tributaria.

Atribuir al Tr¡bunal Administrativo Tributario (órgano integrado a Ia

estructura admin¡strativa del Estado y especial¡zado en la gestión y fiscalización

de la materia tributar¡a) Ia facultad de pronunciarse sobre Ia existencia de

responsab¡lidad derivada de presuntrs actuaciones de mala fe o temerarlas

imputables a un funcionario público, supondría una alterac¡ón de su naturaleza

y competenc¡as legales, Ello es así, en tanto el enjuiciam¡ento de conductas

atr¡buiblesafunc¡onariosestatalesylaeventualcondenadelEstadoalpagode

\,\'
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indemnizaciones por daños y perjuicios requiere necesariamente de un

pronunciamiento emanado de un órgano jurisdiccional, dotado de imparcialidad

objetiva, autonomía instituclonal y desvinculado orgánica y funcionalmente de

los hechos sometidos a examen, en estricta observancia del principio del juez

natural y de la garantía de tutela judicial efectiva.

La facultad que se pretende conferir al Tribunal Administrativo Tributario

carece de todo sustento constitucional, aun cuando se invoque su

especialización técnica en materia tr¡butaria, puesto que la determinación de la

responsabilidad patrimonial del Estado y de sus agentes, derivada de actos u

omisiones cometidos en el ejercicio de sus funciones, desborda de manera

maniflesta el ámbito de la función administrativa y se inseña, por su

naturaleza, en el ejercicio exclusivo de la función jurisdiccional.

La Constitución Política, en su aftículo 206, numeral 2, ha reservado de

forma expresa, exclusiva y excluyente a la Sala Tercera de lo Contencioso

Administrativo de Ia Corte Suprema de Justicia la competencia para conocer de

las controversias originadas por actos, omisiones o deficiencias en la prestación

de los servicios públicos por pafte de las instituciones del Estado y sus

funcionarios, incluyendo Ia facultad de declarar la responsabilidad patrimonial

del Estado y condenarlo al pago de indemnizaciones por daños y perjuicios.

Esta competencia constitucional ha sido desarrollada por el legislador a través

del Código Judicial, part¡cularmente en su artículo 97, numerales B, 9 y 10,

disposiciones que reafirman de manera inequívoca el carácter jurisdiccional y

exclusivo de dicha potestad.

En consecuencia, cualquier intento de atribuir mediante ley ordinaria

como se pretende a través del artículo 379 del Código de Procedimiento

Tributario competencias que impliquen el reconocimiento de daños y perjuicios

a Cargo del EstadO constituye una vulneración directa al orden const¡tucional, al

desconocer una competencia expresamente asignada a la Corte Suprema de

w

L
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Justic¡a y al principio del juez natural, así como a la garantía de tutela jud¡cial

efectiva. Tal asignación normativa no solo resulta incompat¡ble con la

Constitución, sino que desnaturaliza la función adm¡nistrativa' al confer¡r a una

entidad de dicha naturaleza potestades prop¡as de un tribunal jur¡sdiccional en

el órgano judicial.

Por tanto, este Tribunál Colegiado al examinar el aftículo 379 del cód¡go

de Procedim¡ento Tributar¡o considera que se vulnera el debido proceso

contenido en el artículo 32 ya que la autoridad competente para determinar la

responsab¡lidad por parte del Estado y la eventual impos¡ción de consecuenc¡as

juríd¡cas patrimoniales por incurrir en daños y perjuic¡os, corresponde a una

autoridad jur¡sdicc¡onal competente, conforme at principio de juez natural

En ese orden de ideas, reiteramos que los tribunales administrativos'

aun cuando gocen de autonomía func¡onal o especializac¡ón técnica' no pueden

ejercer funciones propias de la jurisdicción y mucho menos establecer la

responsabilidad patrimon¡al del Estado

Por otro lado, frente a la alegada vulneración del aftículo 206 numeral 2

de la constitución Política, debemos señalar que tamb¡én se ve conculcada' toda

vez que la Constitución, le conf¡ere competenc¡a exclusiva y pr¡vativa, a la Sala

Tercera Contencioso Admiñistrativa, para conocer la indemn¡zación por daños y

perju¡c¡os sobre aquellos actos en la que se pueda ver lnvolucrada las

actuaciones de los servldores públicos a razón de su cargo en representación del

Estado, en la cual se condene al Eshdo al pago y su responsabilidad por ello'

Así pues, el artículo 379 del Código de Procedimiento Tributario resulta

incompat¡ble con los artículos 32 y 206, numeral 2, de la Constitución Política' al

quebrantar el derecho al debido proceso, el princip¡o del juez natural y la

competencia exclus¡va de la Sala Tercerd de lo Contencioso Administrativo Tal

s(
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disposición, al conferlr a un ente administrativo potestades propias del ejercicio

jurisdiccional, deviene en inconstitucional,

En consecuencia, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley

DECLARA QUE ES INCONSTITUCIONAL el artículo 379 del Título VI,

"Procedimientos de Revisión de Actos Tributarios", Capítulo V, "Procedimiento

Abreviado" del Código de Procedimiento Tributario, aprobado por la Asamblea

Nacional, med¡ante Ley N' 76 de 13 de febrero de 2019.

COMUNúQUESE Y EN LA CETA OFTCIAI.
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